INCOMPETENCIA EN TUTELA/ Vinculación aparente de entidades del orden nacional del sector centralizado/ Competencia del juez de circuito por la naturaleza de las entidades involucradas  
“(…) como ningún hecho se relata en la demanda del que pueda inferirse que la Nación o el Ministerio de Educación, por acción u omisión, lesionaron derecho fundamental alguno a la demandante y como no son esas entidades las que deben responder la petición elevada por el actor, no resulta este Tribunal competente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado con categoría de circuito.

(…) a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental, naturalezas jurídicas de la que participan, en su orden, la Fiduciaria La Previsora S.A., sociedad de economía mixta, de acuerdo con el artículo 38 de la ley 489 de 1998, numeral 2, literal f y la Secretaría de Educación Departamental.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, providencia de 23 de agosto de 2010.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, abril doce (12) de dos mil dieciséis (2016) 
Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00420-00
La señora Alba Lucia Loaiza Meneses, actuando por medio de apoderado judicial, instauró acción de tutela contra la Fiduciaria La Previsora S.A.  
La demanda correspondió al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, que la inadmitió porque no se arrimó el derecho de petición del 19 de febrero de 2016, con el respectivo recibido por la entidad accionada, toda vez que el aportado figura recibido por la Gobernación de Risaralda, inadmisión que desconoce el artículo 17 del Decreto 2591 de 1991, que autoriza proceder así solo cuando no resulta posible determinar el hecho o razón que motiva la solicitud de tutela.
Dentro del término otorgado para corregir la petición, el apoderado judicial de la accionante manifestó que la solicitud de amparo la dirige contra de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Secretaría de Educación y Fiduciaria La Previsora S.A.
Por auto del 11 de este mes, el referido juzgado estimó que la competencia para conocer del asunto recae en el Tribunal Superior o el Administrativo o en el Consejo Seccional de la Judicatura, porque involucra a la Nación - Ministerio de Educación Nacional y ordenó remitir la demanda a la Oficina Judicial para que fuera repartida nuevamente. Así llegaron las diligencias a esta Sala.

Para resolver,    S E    C O N S I D E R A :
Pretende la accionante se ordene a los demandados resolver de fondo la solicitud que elevó el 19 de febrero del año en curso.

Como sustento de esa súplica, en síntesis, expresó que instauró demanda sobre nulidad y restablecimiento del derecho para obtener la debida liquidación de su pensión de jubilación; obtuvo sentencia favorable, proferida el 25 de noviembre de 2015 por el Juzgado Cuarto Administrativo de Pereira; el 19 de febrero de 2016 solicitó a la Fiduciaria La Previsora S.A Fiduprevisora S.A. le proporcionara información concreta para el pago de las condenas judiciales proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, sin que aún se le responda. 
En el escrito de corrección indicó que la petición a que alude se dirigió a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio; la radicó en la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y explicó el trámite que debe adelantarse para obtener el reconocimiento de prestaciones sociales. 
De lo anterior se advierte que los hechos de la demanda involucran exclusivamente a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, a la que se dirigió la petición que se dice no resuelta
 y a la Fiduciaria La Previsora S.A.
, de acuerdo con las normas que cita el demandante en el escrito por medio del cual corrigió la acción, concretamente los artículos 2, 3, 4 y 5 del Decreto 2831 de 2005, a cuya lectura se remite. 
La Nación y el Ministerio de Educación Nacional no tienen competencia para resolver sobre el reconocimiento y pago de prestaciones sociales del magisterio. En efecto, dice el artículo 9 de la ley 91 de 1989: “Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará de tal manera que se realice en las entidades territoriales.”
Y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es una cuenta especial de la Nación, así lo define el artículo 3º de la ley citada que expresa: “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital…”. Por ende, contra esa cuenta especial, que no es persona jurídica, no procede acción alguna.
En consecuencia, como ningún hecho se relata en la demanda del que pueda inferirse que la Nación o el Ministerio de Educación, por acción u omisión, lesionaron derecho fundamental alguno a la demandante y como no son esas entidades las que deben responder la petición elevada por el actor, no resulta este Tribunal competente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado con categoría de circuito.
En efecto, según el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental, naturalezas jurídicas de la que participan, en su orden, la Fiduciaria La Previsora S.A., sociedad de economía mixta, de acuerdo con el artículo 38 de la ley 489 de 1998, numeral 2, literal f y la Secretaría de Educación Departamental.
En consecuencia, se abstendrá esta Sala de asumir el conocimiento de la tutela propuesta.

Lo anterior, para evitar futuras nulidades, tomando como referente el precedente de la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil, Corporación que así ha procedido dentro de acciones de tutela tramitadas en asuntos similares por Tribunales Superiores de Distrito, al estimar que carecían de competencia para conocer del proceso y ha ordenado su remisión un juzgado de circuito. Así expresó:
“En verdad, la protesta central no inmiscuye de manera directa al Ministerio de Educación Nacional, ni a la Nación, habida cuenta que no se le atribuye a dichas entidades ninguna acción u omisión específica que amenace o vulnere las garantías fundamentales invocadas, ni de los hechos emerge que tenga una injerencia concreta en el asunto objeto del reclamo formulado –reconocimiento prestacional-, pues aquella función está asignada por mandato de la Ley 91 de 1989, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 y el Decreto reglamentario 2831 de 2005 a las Secretarías de Educación de los entes territoriales, mientras que el pago de tales prestaciones corresponde a la Fiduciaria La Previsora S. A. como administradora del Encargo Fiduciario denominado Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Así las cosas, es claro que conforme a lo reglado por el artículo 1º, numeral 1º del Decreto 1382 de 2000, la Sala Civil Familia del Tribunal que conoció en primera instancia, carecía de competencia para adelantar y desatar dicho amparo, habida cuenta que el precepto mencionado le asignó esa facultad a los Jueces de Circuito o con categoría de tales, dado que el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, es una cuenta especial de la Nación, con independencia contable y financiera, asimilable para todos los efectos a un ente descentralizado por servicios del sector nacional; y la Secretaría hace parte de un ente territorial del orden departamental.”

Esta Sala no desconoce el contenido del Auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

Se ordenará entonces la devolución de la presente acción de tutela al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, competente para conocer de la misma.


En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1.- Abstenerse de asumir el conocimiento de la solicitud de tutela formulada por la señora Alba Lucia Loaiza Meneses contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Secretaría de Educación y la Fiduciaria La Previsora S.A.  

2-. Ordenar la devolución de la presente acción de tutela al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, para que asuma su conocimiento. 
3.- Notifíquese esta decisión al apoderado de la demandante por el medio más eficaz.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Ver folios 2 y 3


� Como administradora del encargo fiduciario conocido como Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio


� Providencia de 23 de agosto de 2010. Magistrado Ponente: Jaime Alberto Arrubla Paucar. 


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. DR. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.� 
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